Poder Judicial de la Nación


“Farías, Ricardo Luis c/ Biasotti, Horacio Ricardo y otro; s/ Ordinario. Daños y perjuicios por acusación calumniosa”, Expte. 11.517/2009, Juzgado 48, R.587.531
En Buenos Aires, a     9         días del mes de  abril  del año 2012, hallándose reunidos los señores Jueces integrantes de la Sala “H” de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal, a los efectos de dictar sentencia en los autos: “Farías, Ricardo Luis c/ Biasotti, Horacio Ricardo y otro; s/ Ordinario. Daños y perjuicios por acusación calumniosa” y habiendo acordado seguir en la deliberación y voto el orden de sorteo de estudio, la Dra. Abreut de Begher dijo:


I- Vienen  los  autos  a  este  Tribunal con motivo de los recursos de apelación concedidos libremente que fueron interpuestos por todas las partes contra la sentencia de fs.304/319 que hizo lugar a la demanda por daños y perjuicios derivados de una acusación calumniosa. A fs. 357/8 funda el recurso el actor; a fs.363/6, el Colegio  Público de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires; a fs.370/390, la codemandada Anzoátegui y a fs. 396/402, el codemandado Biasotti; siendo contestados estos dos últimos por Farías a fs. 404/24.


a. El actor Farías se agravia por el plazo dispuesto en la sentencia de grado para el cómputo de los intereses. Aduce que fueron establecidos a partir de la fecha del decisorio de primera instancia, mientras que peticiona que se fijen a partir de la fecha de promoción de la demanda, el 3/3/2009.


b. El Colegio Público de Abogados de la Capital Federal acompaña la presentación de la abogada Anzoátegui, letrada de Biasotti en el juicio “Andrea del Boca c/Biasotti s/ lesiones”, quien fue denunciante del Juez a cargo del proceso ante la justicia represiva y ante el Consejo de la Magistratura y pide que se revoque la sentencia de grado, con costas. Aduce que las irregularidades procesales en ese juicio por lesiones llevaron a la letrada Anzoátegui a acompañar a su cliente en ambas presentaciones. Que la abogada solamente cumplió con la ley y el Código de Ética profesional, y que esta demanda pretende limitar el ejercicio del derecho a peticionar ante las autoridades. En especial, violenta el art. 7 (obligaciones de los abogados de defender, patrocinar y/ o defender a su cliente; art. 6 (afianzar la justicia) de la ley 23.187; y el art. 19 (deber de fidelidad del abogado hacia el cliente) del Código de Ética.


c. La codemandada Anzoátegui pide la revocación de la sentencia, por entender que tiene una fundamentación insuficiente; que no se hace cargo de la totalidad de la prueba producida, principalmente los expedientes penales aportados ad effectum vivendi et probandi; y que contradice las normas del “Estado de Derecho”,  lesionando su derecho a ejercer su profesión y de peticionar ante las autoridades. Expresa que actuó tanto en los expedientes penales como en el administrativo de denuncia ante el Consejo de la Magistratura como abogada patrocinante del codemandado Biasotti, y no como apoderada. Que las causas penales iniciadas contra Farías fueron una consecuencia de su actuación, derivadas de la responsabilidad que le cabía como Juez en la investigación que no se hizo, y que le ocasionó perjuicios a su cliente. Indica que no utilizó palabras injuriantes ni agraviantes hacia el Magistrado y que fue absuelta por el Tribunal de Disciplina del Colegio de Abogados de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, refiriéndose a sus expresiones como producto de una defensa apasionada de su cliente. Muestra que el actor fue sobreseído en la denuncia penal efectuada por Biasotti con fundamento en la atipicidad del hecho (causa penal n° 56.684/2005), pero de ello no puede decirse que fue negligente, sino acorde a las circunstancias que rodearon el conflicto entre él y su ex cónyuge, una popular actriz, donde se cuestionaba la ocultación y/o adulteración de un video esencial para la prueba de las lesiones que se le imputaban.


Asimismo, pide que se acoja la excepción de prescripción, en tanto debe computarse el plazo desde la fecha del hecho y no desde la promoción de la causa penal, más cuando ella no fue la denunciante, sino su cliente, Biasotti. Realiza idénticas consideraciones en relación a la denuncia ante el Consejo de la Magistratura, Resolución 458/2006.


Requiere que se rechace el daño moral por insuficiencia de prueba y justifica su accionar en el hecho que las denuncias efectuadas tanto en sede criminal como administrativa ante el Consejo de la Magistratura, resultaron ser el ejercicio de un derecho ciudadano de peticionar ante las autoridades. Dice  que se hicieron frente a una presunta inconducta del Magistrado y que no tomaron estado público. Recalca que el accionar del Juez era atípico, y que si bien no fue un delito tipificado por el CP, merecía ser investigado en atención a que su discrecionalidad provocó un menoscabo en la expectativa de una defensa justa de Biasotti. También se agravia por la cuantificación del rubro por el a quo.


d. El codemandado Biasotti eleva sus críticas en torno al deficiente análisis de la prueba y hace hincapié en la inexistencia de acusación calumniosa en los términos del art.1090 C.Civil, por lo que solicita también que se revoque el decisorio del a quo. 

 
Remarca el dictamen fiscal de fs.310 del expediente penal, donde se hace alusión al posible error en las resoluciones de Farías y Cresseri cuando se denegó la prueba ofrecida por Biasotti y su defensa técnica –al decir “con prescindencia del juicio que pueda merecer su acierto”–. Explica que debió “peregrinar” durante muchos meses y años para poder demostrar su inocencia y que  la prueba del video era esencial para despejar cualquier duda y declarar el inmediato sobreseimiento; a pesar de ello, el Juez se mostró reticente a analizarlo, lo que llevó a que fuera denunciado en sede represiva por ocultamiento y adulteración de prueba (causa penal n° 58.685/2005) y ante el Consejo de la Magistratura (expte. 391/2005). Proclama que no existió negligencia, ligereza, malicia o intención de dañarlo; sino simplemente el ejercicio de un derecho. Se agravia por la recepción favorable del daño moral.


e. El actor contesta los agravios de los codemandados Anzoátegui y de Biasotti y pide su deserción. Se refiere a la confirmación del rechazo de la prescripción de la acción, y a los argumentos que  brindó el Juez para hacer lugar la demanda. Señala que los rechazos de la acción penal efectuada por Biasotti y la denuncia ante el Consejo de la Magistratura son pruebas suficientes, que no existió mal desempeño en su función y que las denuncias fueron irreflexivas, realizadas con ligereza, siendo ambas codemandadas responsables por el menoscabo moral ocasionado. 



II-Análisis de la responsabilidad: acusación calumniosa del art.1090 y culpa del art.1109 C.Civil


Si bien el encuadre jurídico del caso efectuado por la a quo es impecable y no merece repeticiones innecesarias, no lo es menos que  para una mejor comprensión del desarrollo lógico del presente, es necesario recordar algunos conceptos.


  
La acusación calumniosa es una especie de acusación que reviste características especiales: es la imputación de un delito de acción pública, la denuncia se formula ante la autoridad pública (policial o penal), y se asienta en la falsedad del acto denunciado y el conocimiento de ello por el denunciante –dolo– (conf.art.1090 C.Civil; ver J.Llambías, Código Civil anotado, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1992, reimpresión, T II-B, comentario art.1090; Carlos Parrellada, “Responsabilidad emergente de la denuncia calumniosa o negligente”,  JA 1979-III-687 y sgtes.; Jorge Bustamante Alsina, “La acusación calumniosa y el hecho culposo in genere como fuentes diversas de responsabilidad civil”, LL 1994-E- 37; etc.; Belluscio-Zannoni, Código Civil y leyes complementarias, Astrea, 2002, 3ra.reimpresión, T 5, pág.259; esta Sala en su actual composición, in re “Bukstein, A.G. c/ Margalho, G.;s/ daños y perjuicios” del  8/3/2010; ídem “Cobello, N. S. y otros c/ Asociación de Técnicos de Vuelos de Líneas Aéreas y otros; s/ Ordinario.Daños y perjuicios”, del 25/10/2010; ídem  sala D, del 10/10/1991 en JA 1992-III-55).  

 
Zavala de González nos recuerda que la denuncia calumniosa afecta dos intereses jurídicos: el normal desenvolvimiento de las funciones de la justicia penal en su tarea específica de investigar, esclarecer y reprimir delitos y, simultáneamente, el honor de la persona acusada (conf. M.Zavala de González, Resarcimiento de daños, Hammurabi,1997, T 2 C, pág.382; ver Cifuentes, Derechos personalísimos, Astrea, 1995, 2da.edición, pág.455 sobre la integridad espiritual de la persona, su honor y honra). 



Ahora bien, cabe señalar que aun cuando no sean acreditados los requisitos contenidos en la norma del art. 1090 C.Civil, la responsabilidad del acusador puede surgir en los términos del art.1109 C.Civil, figura conocida como acusación o denuncia culposa (ver Vázquez Ferreyra, en Highton-Bueres, Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, Hammurabi, 1999, T 3 A, pág. 282 y sgtes.; etc.).




Como línea central bajo cuya égida resolveré el caso, debo mencionar que no puede exigirse a todo denunciante de un ilícito penal que se erija en un verdadero detective, o juez del caso, para tener la absoluta certeza jurídica sobre la verdad de los hechos que denuncia, pues si tuviéramos como premisa tal situación, muchos delitos quedarían impunes y fuera de la investigación de la autoridad estatal (ver Kemelmajer de Carlucci, en Belluscio-Zannoni, Código Civil y leyes complementarias.Comentado, anotado y concordado, Astrea, T. 5, pág.254; en idéntico sentido la jurisprudencia concordante, ver entre otros CNCivil, Sala B, del 18/3/2010, in re “L.N.c/ I.K.;s/ daños” en elDial.com AA613F; ídem Sala D, "Di Rimini, Mario Oscar c/ Fernández, Alfredo s/ daños y perjuicios" del 21/4/1999, elDial.com AE1289; íd., íd., "Jorge Lojo, Angel y otros c. Muñiz, Alberto José", del 12/06/2008; íd., Sala E, "Alfonso, Florencio c. Tallon, Irene R. y otros", del 12/07/2007; íd. Sala E, "Montanaro, Domingo Esteban c/ Ithurralde, Alfredo s/ daños y perjuicios", del 22/11/2000; íd. Sala F, "Zozzarro, Oscar Alberto c/ Del Gaudio, Guillermo s/ daños y perjuicios", del 6/4/1998; íd, Sala H, "M., H.A. c/ Edenor s/ daños y perjuicios", del 1/6/2006; etc.).


Sobre estas premisas seguiré el estudio de la causa, teniendo en especial consideración la calidad de la persona involucrada en este asunto, un Juez de la Nación denunciado por un justiciable por mal desempeño con motivo de la tramitación de una causa ante su Tribunal y las aristas mediáticas que tuvieron los hechos que dieron origen a esa primera causa penal, en la cual participó una actriz muy conocida y su pareja –Biasotti– en una reyerta conyugal.

III-Antecedentes.


Realizaré un  breve epílogo para focalizar los hechos que rodearon el caso motivo de litis.


El actor, en su calidad de Juez, intervino en la causa penal n° 29.115/2004 caratulada “Biasotti, H.R. s/ lesiones agravadas”, por las presuntas lesiones que sufriera Andrea Del Boca causadas por el demandado Biasotti, siendo este en tal oportunidad patrocinado por la abogada Anzoátegui. 

 
El estado de cuestionamiento a su actuación arribó a un clímax cuando Biasotti, asistido por la letrada codemandada, lo denunció ante la justicia represiva  por el delito previsto por el art.255 CP en concurso real con el delito del art.273 inc.2 CP (causa penal n°58.684/2005) y ante el Consejo de la Magistratura por mal desempeño, derivado de ocultación de prueba, denegación y retardo de justicia (causa 391/2005). Ambas causas fueron rechazadas, la primera por no constituir delito y la segunda, desestimada; a consecuencia de ello, Farías inició esta acción con el objeto de obtener el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados de la acusación calumniosa.


La Juez de grado, en una meditada y enjundiosa sentencia, rechazó la defensa de prescripción planteada por Anzoátegui, e hizo lugar a la demanda por entender que se puso en tela de juicio injustificadamente la idoneidad e imparcialidad del juez interviniente en la causa penal en la que se encontraba denunciado Biasotti; que ello revelaba “una elemental falta de prudencia” y un exceso en el ejercicio de su derecho –vgr. peticionar ante las autoridades– que debe ser sancionado al provocar una lesión  al honor  y autoestima del Magistrado. 

 
Dice la sentenciante “Además de los escritos injuriosos del demandado en las actuaciones que tramitaron ante el Juzgado a cargo del Dr. Farías y las recusaciones efectuadas contra el actor y la secretaria titular de la Secretaría de trámite de la causa, se advierte la iniciación de la causa penal en contra del actor, contra la Dra. Bobes y contra el Juez subrogante de la causa Dr. Cresceri y, además denuncia contra el Dr. Farías y la Dra. Bobes por ante el Consejo de la Magistratura, recusación por prejuzgamiento contra los magistrados de la Excma. Cámara Criminal y Correccional, inclusive contra una magistrada que nunca había intervenido en la causa, solicitud de sumario e investigación del personal de la  Policía Federal que debió peritar el video n° 23 de la causa por falso testimonio contra el mayordomo del edificio donde vivía  la querellante de las denuncias contra Biasotti y contra el Sr. Nicolás del Boca, todas ellas desestimadas, inclusive rechazándose los recursos de casación que se fueron imponiendo”. Hace hincapié en que la defensa de Biasotti en el juicio por lesiones fue la que provocó una situación conflictiva que se  prolongó por casi dos años sin que el Juez de la causa lo hubiera podido llamar a declaración indagatoria (art.294 CPPN) debido a la gran cantidad de escritos con aplazamientos de audiencias, recursos, recusaciones, nulidades y denuncias. 

 
Pone en evidencia la conducta temeraria del denunciante y su letrada, la sinrazón del contenido de sus denuncias y su conducta dolosa, ya que “las irregularidades procesales no pueden justificar la continua denuncia de delitos durante varios años, dándose  también todos los demás requisitos de la acusación calumniosa (la denuncia fue desestimada por inexistencia de delito de acción pública, acusación ante la autoridad competente, falsedad del acto denunciado y conocimiento de esa falsedad), por los que los demandados deberán responder por los daños causados…”. 


Señala lapidariamente la jueza de grado que  “…pese a no existir elemento alguno que pudiera dar a entender que el Dr. Ricardo Luis Farías había cometido delito alguno, el Sr. Horacio Ricardo Biasotti con la dirección letrada de la codemandada Dra. Beatriz Patricia Anzoátegui, lo denunció por los delitos previstos en los arts. 255 y 273 CP, se constituyó luego en querellante, a pesar del requerimiento fiscal de sobreseimiento por inexistencia de delito, del dictado de sobreseimiento por parte del Tribunal, se recurrieron las resoluciones de 1ª.y 2da.instancia; se inició por los mismos supuestos delitos denuncia por ante el Consejo de la Magistratura acompañando un video alegando inconducta y falta de decoro por parte de una relación extremadamente afectuosa entre el Juez Farias y la Secretaria del Tribunal, Dra. Bobes, cuestiones todas éstas desestimadas por inexistentes, todo ello con la única finalidad de postergar la declaración indagatoria de Biasotti, todos estos procederes sólo pueden explicarse con la finalidad de atacar al actor y lograr el apartamiento de la causa, inclusive por vía de una improcedente recusación.  Por consiguiente considero acreditado que ambos codemandados obraron en la emergencia con dolo delictual por configurarse el requisito de actuar a sabiendas y con intención de dañar (art.1072 C. Civil).”


IV-Estudio de los expedientes venidos ad effectum vivendi et probandi


a- Estamos en presencia de los coletazos de una grave situación conflictiva de una pareja mediática, la actriz Andrea del Boca con su pareja, y en el medio la hija de ambos, menor de edad, que llevó a la denuncia penal por lesiones efectuada por aquella contra Biasotti, la cual tramitó ante el Juzgado a cargo del actor. Y de allí se desprenden una serie de circunstancias que terminaron con la denuncia contra el Magistrado que llevaba la causa penal, por parte del padre, y contra el Juez civil, por parte de la madre. Fue un evidente tironeo entre poderosos, con luz mediática propia, que pretendieron llevar harina cada uno para su molino. Veamos. 

 
El expediente penal  “Biasotti, H.R.; s/ lesiones agravadas y coacción” (expte.n° 29.115/2004) fue iniciado el 18 de mayo de 2004 con una presentación en la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal por Andrea Del Boca contra su pareja, con motivo del incidente ocurrido el 23 de marzo de 2004 en la puerta del edificio de aquélla, cuando se encontraba con su hija menor en brazos, y éste iba a retirarla. Resultó la actriz lastimada, y una explicación muy clara de esa circunstancia la tenemos del padre de la víctima, Nicolás Del Boca, que expresó en este juicio civil que fue una altercado sin mayores consecuencias, prácticamente sin querer se había lastimado (ver fs.215). 

 
Debido a que ese lugar poseía cámaras de seguridad, la existencia de un video -al que podríamos rotular como el de “la discordia”- era crucial, según Biasotti, para la prueba del hecho; sin embargo, Del Boca no lo menciona en ningún momento en su denuncia penal. 

 
Aparentemente ese elemento fue retirado por el encargado, y luego tomado por el padre de Andrea –aun cuando luego se desdijo de lo anteriormente reconocido- y recién meses después fue presentado ante la Justicia. 

 
En el ínterin un expediente civil de medidas precautorias “Biasotti, H.R. c/ Del Boca, Andrea” expte. N° 14022/2004 del Juzgado Civil n° 23) donde se presenta un acta labrada por un escribano que presenció ese hecho, Dr.  Rafael Parera, que da cuenta de los acontecimientos y  expresa que “…no hubo agresiones personales” (acta de comprobación, fs.23/4 incidente civil del Juzgado n°23, de medidas precautorias).

 
Ahora bien, en una primera impresión, la falta de peritación del video y luego la tardanza en el llamado a declaración indagatoria de Biasotti –en realidad provocado por los pedidos de aplazamiento de Anzoátegui–, quien se hallaba imputado en la causa penal por lesiones agravadas y coacción (art.89, 92 y 149 2do pár. CP), pudo haber desencadenado las suspicacias contra el Juez que conocía en el juicio por lesiones –Dr. Farías–. Encima, la actuación mediática de la madre de la menor, que no dudó en cuestionar al juez civil que había dispuesto el régimen de visitas –Dr. Noro Villagra–, y una serie de denuncias cruzadas, pudo abonar en un primer momento un enfoque erróneo de los demandados. Muy lamentable para todos, pero en especial para la menor que estaba siendo el centro de este circo (ver listado de juicios e incidentes civiles iniciados tanto por Biasotti como por Del Boca, en un total de 11: hay cuatro del año 2001; cuatro del año 2002; y tres del año 2004, ver certificación de fs.32 del expte. penal n° 29.115/2004). 


Ahondemos más en el conflicto.


Me detengo, ahora, en algunas fechas que permiten observar más objetivamente toda la situación. Adviértase que la madre ratificó la denuncia penal por lesiones el 23 de junio de 2004, que el acta de revisación médica data del 12 de abril de 2004 y que el 15 de julio se cita para tomar declaración a varios testigos para el mes de agosto de ese año, entre ellos el encargado Corbetto. Frente a medidas de prueba puntuales solicitadas por la defensa el 4 de septiembre, el Juez Farías hace lugar a las mismas, ordenando su producción (medidas de informe sobre el portero visor; filmación; testimonio de Nicolás Del Boca para el mes de septiembre de 2004, luego cambiado a octubre; etc.).

 
Párrafo aparte merece el pedido de envío del cassette n°23 de filmación del edificio ordenado por el Magistrado a instancias del pedido de la defensa (ver fs.89). A fs.106 se comprueba que el cassette obraba en poder del Mayordomo, Corbetto (conf. informe de la empresa de seguridad). El 8 de noviembre de 2004, Corbetto declara que la cinta de video había sido pedida por la familia Del Boca “el día del hecho o unos días después”, y luego procedió a entregarla frente a la requisitoria judicial, ante la devolución por Nicolás Del Boca ese mismo día por la mañana (fs.129). El video no pudo verse en esa oportunidad porque estaba filmado en sistema “cuadriplex”, lo que hizo que el Juez Farías ordenara ese mismo día un oficio a la División Apoyo Tecnológico Judicial de la Policía Federal Argentina  para la regrabación del cassette.


Frente a un planteo de la defensa, Dra. Anzoátegui, quien pidió que la Policia Federal enviara una cassetera cuadriplex, ello fue correctamente rechazado de plano por el Juez, e indicado como medida adicional que la Policía se expidiera sobre su autenticidad o en su caso, adulteración (fs.137; de fecha 12 de noviembre de 2004). A continuación más testigos de la empresa de seguridad.


La Policía brinda un informe técnico sobre la cinta en el cual dictamina que no puede acreditar su autenticidad porque no tiene una muestra del producto dubitado con una similar aportada como indubitable (sic). Todo un galimatías (fechado en diciembre de 2004).


En diciembre de 2004 se cita a declaración indagatoria a Biasotti y a Parera para el mes de febrero de 2005. Entretanto, un incidente con la Dra. Anzoátegui quien se “filtra” por una puerta no autorizada del Tribunal, y pretende fotografiar “un escritorio de la sumariante” (ver acta levantada por el Secretaria del Tribunal, Dra. Bobes). Frente al pedido de secuestro de otras cintas de video del Consorcio, el juez no hace lugar a la solicitud por considerarlo innecesario, y hasta violatorio del art.18 de la CN, y de Pactos internacionales. Le hace también saber que el video no es el único elemento de prueba para arribar a una decisión judicial. La declaración escrita espontánea de Biasotti y luego el pedido de postergación de la indagatoria por tener que ausentarse por razones de trabajo, nos llevan al 18 de marzo de 2005. En marzo de 2005 la defensa insiste con la prueba del video previo a la indagatoria y con el pedido de secuestro de otras cintas correspondiente a diferentes días al del evento dañoso alegando un trato desigual con la contraparte, lo que es rechazado por el juez. Con la declaración del escribano Parera, a quien se le imputaba la inserción de una declaración falsa en un acta de comprobación, la defensa de Biasotti pide un nuevo aplazamiento de la indagatoria e  insiste con medidas probatorias orientadas a probar la “originalidad” del video. Ya en abril de 2005 la CNCivil se había expedido en el juicio por violencia familiar, y confirmó el rechazo de prohibición de acercamiento que había solicitado Del Boca, por no  haber probado las circunstancias especiales acaecidas el 23 de marzo de 2004 donde Biasotti era denunciado como agresor. 


Resulta clara la postura de la defensa en ese juicio, donde Biasotti y su letrada Anzoátegui, centraron todas sus expectativas en el famoso video n° 23, pero lo cierto es que el Juez Farías no se limitó al mismo, sino que analizó y produjo todas las pruebas conexas tendientes a investigar el suceso presuntamente delictivo. En tal sentido no hay reproche alguno que efectuarle al Magistrado, tal como lo entendió la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal, y el Consejo de la Magistratura. Ya que, no solo se rechazó la denuncia penal y se sobreseyó al actor, sino que se desestimó también la denuncia por mal desempeño en la que se le imputaba: ocultación de prueba, art.255CP; denegación y retardo de justicia, art.273 CP; prejuzgamiento, art.55 inc.10 CPP; y dejar de promover la persecución y represión de delincuentes, art.274 CP. –me remito al acabado examen de estos presupuestos en la sentencia de 1ª.Instancia de la Dra. Viano Carlomagno- .


b- Ahora bien, en las respectivas piezas recursivas, los apelantes Biasotti y Anzoátegui, no se hacen cargo de los contundentes fundamentos de la sentenciante que demostraron una conducta abusiva y recalcitrante del denunciante, acompañado por la abogada patrocinante, que persistieron en sus razones, y no se limitaron a efectuar las denuncias –las que de acuerdo a lo relatado se infieren efectuadas con cierta liviandad–, sino a desarrollar un rol más que activo como querellante, a pesar del dictamen fiscal vertido en sentido contrario (fs.103/124), y apelando las decisiones que les sucedían adversas (ver sentencia de 1ª. Instancia de fs.129/134; recurso de apelación de fs.141/6; recurso de casación de fs.155/170; recurso de queja por denegación del recurso de casación penal de fs.209/224; y sentencia del Tribunal de Casación confirmatoria de la sentencia de grado que sobreseyó a los denunciados del 5 de marzo de 2008, de fs.322/3).


En el expediente penal n° 58.684/2005, iniciado el 10 de noviembre de 2005 por Biasotti, invocando la sustracción y destrucción de medio de prueba y documentación, en el que fueron denunciados Farias y Bobes, Juez y Secretaría del Juzgado a cargo de la instrucción del juicio por lesiones, se advierte que se insisten en medios de prueba que se debatían en ese juicio. 


La denuncia de Biasotti, acompañada por su letrada patrocinante Dra. Anzoátegui, ante el Consejo de la Magistratura, tuvo lugar el 4 de octubre de 2005, luego de la sentencia lapidaria de rechazo de la denuncia por violencia familiar dictada por el Juez Noro Villagra a cargo del Juzgado de familia de fecha 7 de mayo de 2004, y confirmada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Sala B con fecha 14 de abril de 2005. Esa denuncia ante el Consejo terminó también en un rechazo por falta de mérito, pues se entendió que los planteos del denunciante debían ser objeto de la potestad jurisdiccional del Magistrado denunciado, y se encontraban fuera del ámbito disciplinario (fs.92/5, de fecha 5 de octubre de 2006).


V- Situación del actor en el contexto fáctico.


a- Observo que la actuación de Biasotti excede largamente el derecho de defensa y de peticionar ante las autoridades, como también el de la codemandada Anzoátegui de ejercer su profesión de abogada dentro de los cánones de la ley 23.187.


Opino que a través de estas denuncias y diversas causa penales, contra el Juez Farias, la Secretaria de Juzgado Bobes, los testigos Corbetto, Nicolás del Boca, y el escribano Parera, se buscó inapropidadamente de modificar una decisión jurisdiccional que no le satisfacía al codemandado Biasotti conforme la estrategia trazada por la abogada patrocinante, quien en este asunto no es una convidada de piedra como pretende hacerle creer a este Tribunal. 


b- La naturaleza contractual de la relación entre el abogado y el cliente, si el primero actúa como mandatario judicial, está obligado a una prestación de resultado en cuanto a los actos procesales que debe cumplir específicamente (conf Bustamante Alsina, Jorge, Teoría general de la responsabilidad civil, p. 386); en cambio, si obra como letrado patrocinante, su obligación es de medios, debiendo poner de su parte todos los conocimientos, diligencias y prudencia, en los términos el art. 902 del Cód. Civil, con el fin de obtener un fallo, pero sin garantizar el éxito del pleito. Por lo tanto, para generar la responsabilidad del profesional, además del resultado adverso, debe demostrarse que ello sucedió por su culpa, negligencia, imprudencia o desidia (conf. CNCivil Sala G, expte. nº 108.505/2001 - “G., N. I. c/ C., I. R. s/ daños y perjuicios. Resp. prof. abogados”, del 14/07/2010 , elDial.com - AA61AF). 


Entiendo que en el caso sub judice, donde la abogada tuvo una activa participación en cada una de las denuncias contra Farias, las que a la postre devinieron temerarias, efectuadas con ligereza y dolo, no pueden luego resultarles totalmente ajenas. Es evidente que existió un asesoramiento letrado para encausar las mismas, y proseguir con ellas hasta sus últimas consecuencias.

 
 En nuestro sistema judicial el abogado tiene el monopolio de la defensa ante los tribunales y del asesoramiento jurídico; y la ley establece la obligatoriedad de la actuación del abogado, en las funciones de patrocinio letrado, sea en procesos de jurisdicción voluntaria o contenciosa. El buen funcionamiento de los servicios jurídicos constituye una columna sustancial para el logro del noble propósito del preámbulo de la Constitución Nacional, cuando refiere al afianzamiento de la justicia (cfr. Alejandro Vetrano en Highton-Bueres, Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, Hammurabi, 2003,T 4 B, pág.586).  

 
El abogado, en definitiva, es quien desarrolla la estrategia jurídica del caso que presenta o defiende, conoce las opiniones doctrinales y tendencias jurisprudenciales; dado que el cliente del profesional, es –usualmente- un ignorante en el campo científico, técnico en que se mueve su cocontratante (ver Carlos Parellada, Daños en la actividad judicial e informática desde la responsabilidad profesional, Astrea, Buenos Aires, 1990, pág.93).


Es propio de la incumbencia profesional de abogado el conocimiento cabal de los hechos en que se fundamenta el derecho o interés jurídico al que presta su asistencia jurídica (conf.CCCom de San Martín, Sala II, “Raimundo C/ Fobrocem SRL” del 9/4/1996, LL Buenos Aires, 1996-866, fallo 1010). 

 
Así, el abogado que asume el patrocinio o la defensa de una causa tiene, ante el cliente, ante el juez, ante la sociedad, el deber moral de conocer la materia involucrada en esa causa, de manejar técnicamente bien los resortes procesales conducentes a su planteo, de empeñar su ciencia en atender y proteger los intereses que le son confiados (ver Bidart-Campos, Comentario a la sentencia del Tribunal de Ética Forense, 3/3/83, ED 105-668). En definitiva, el abogado litigante es convocado, en el ejercicio de su profesión, a formular las predicciones acerca de la probable decisión judicial del caso cuya atención se le confía (conf. Julio Cueto Rua, El buen abogado litigante, LL 1988-C-712, n° 11-d;  art.902; 512; 1198 y cc C.Civil).

 
Por ello se ha dicho que la abogacía más que un oficio venal constituye un verdadero ministerio, donde el abogado, dentro de la administración de la justicia, es un auxiliar insustituible para su recto desempeño, y fuera de sus estrados, el consejero prudente de su cliente, al que le señala el camino a seguir en la vida social y de los negocios, a fin de que ella se desenvuelva dentro de las normas de Derecho.


 En efecto, la misión actual del abogado no puede recostarse  exclusivamente en la defensa del interés particular que le fuera confiado, sino que aún por encima del mismo, todo su actuar debe estar presidido y orientado hacia la consecución del fin trascendente que insufla a todo el servicio -con el cual él colabora y coadyuva- que no es sino un fin público (Ver Morello-Sosa- Berizonce, Códigos Procesales comentados y anotados, Platense-Abeledo Perrot, 1990, T I, pág.462). 

 
Las profesiones dejan de ser liberales para convertirse en sociales, por su eco o resonancia en la vida de la comunidad. Así, el profesional no queda librado a su iniciativa, imaginación, preocupación o ciencia; sus semejantes tienen derecho a no ser defraudados y de ahí que les competa el deber de un ejercicio idóneo, probo, leal y honesto. En que ello ocurra hay intereses superiores, que exceden del interés del cliente, la convivencia en paz y armonía para el logro del bien común, aparecen comprometidos (Jorge Mosset Iturraspe, Responsabilidad Profesional del Abogado por daños en el ejercicio de su misión, LL. 1980-C-488; ver esta sala in re R. 381259 - "G. A. M. c/P. L. A. s/daños y perjuicios. Responsabilidad profesional" del  13/05/2004, elDial.com AA2414; etc.).


Estas consideraciones dogmáticas le caben en su totalidad a la abogada Anzoátegui.


c. Dentro de la vorágine de acusaciones ya reseñada en los consid. IV a y b, se encuentra la figura de un Juez de la Nación, cuya conducta no fue reprochada por la justicia represiva y tampoco por un órgano de control, como es el Consejo de la Magistratura. 


No cabe duda que los jueces pueden ser denunciados en los casos que se considere que su actuación es parcial, o afectado su buen desempeño; pero en este caso, se llevó la situación al extremo de mantener pertinazmente esa actitud aún cuando se rechazaron en 1ª.instancia las imputaciones efectuadas, y en el Consejo de la Magistratura existió un primer dictamen del Cuerpo de Auditores que aconsejaba el archivo del expediente. Se apeló y se insistió con las denuncias en forma obstinada, manteniendo en vilo al Magistrado. Se hizo lo que no se debía, o en su caso, más de lo debido (ver Félix Trigo Represas, Responsabilidad civil del abogado, Revista de Derecho de daños. Daños profesionales, Rubinzal-Culzoni,  n°8, 2000, pág.91).

 
No podemos olvidarnos que Biasotti gozaba, en el expediente por lesiones y coacción, de los canales jurisdiccionales apropiados para realizar las peticiones procesales conducentes a su interés. 

 
El dictamen de la Comisión de Disciplina  del 22 de agosto de 2006 es contundente al afirmar que las imputaciones que realizó Biasotti son “meras discrepancias  del denunciante con la conducta jurisdiccional del Magistrado” y que “De ningún modo se trasuntó una conducta susceptible de enjuiciamiento disciplinario”; recalcando que la presunta ignorancia de prueba esencial “se trata de un tema jurisdiccional  que debe resolverse en el marco de los remedios procesales existentes”. También rechaza de cuajo el cuestionamiento a la realización de actos ofensivos al decoro de la función pública o que comprometan la dignidad de su cargo, o tal vez su imparcialidad.


Tal como lo estableció la justicia represiva y el Consejo de la Magistratura no existió en la conducta de Farías el mal desempeño que le fuera imputado en el pedido de su juicio político. De ello se deriva un grave daño a la serenidad del  mismo, que fue violentada sin fundamento razonable, tanto por Biasotti como querellante y denunciante, como por Anzoátegui, en su calidad de profesional del derecho, que lo asesoró y dio consejo.


Cabe traer a colación un pensamiento de Vanossi que expresa “Tan sólo en casos reiterados de error inexcusable y manifiesto, o en supuestos probados de iniquidad rotunda, cabría pensar en el acudimiento a las reglas que regulan la remoción de los magistrados judicial ante el mal desempeño de sus funciones o delitos cometidos en ejercicio de las mismas. Pero salvo esos casos tristes y extremos no corresponde alterar el orden normal de las instancias tribunalicias y de las competencias distribuidas, pues ello comportaría sacar de quicio a las cuestiones en juego y subvertir así el orden normal de producción de los actos judiciales, con grave desmedro de la investidura de los magistrados y de la garantía de no-coerción con que deben actuar en todos los momentos de su desempeño” (conf. La responsabilidad de los jueces por actos inherentes a sus funciones, Jorge Reinaldo Vanossi,  en LL 2002-A-374). 


d- La sumatoria de todas estas cuestiones, en verdad, nos dejan el sabor de una gran trifulca familiar donde el juez  que ejerció su ministerio en forma digna, se vio involucrado personalmente por no satisfacer una parcialidad. Y allí radica el abuso, y el fundamento de la denuncia calumniosa (conf. art.1090 C. Civil). Y en ella se encuentra inmersa, no solo Biasotti, quien pretende exculparse alegando que solamente firmó escritos asesorado por su letrada, sino también  Anzoátegui, quien guió los procesos y diseñó la estrategia procesal. 

 
La responsabilidad de Biasotti surge clara y nítida, pues aún cuando no podía darle instrucciones técnicas o vigilar a su letrada, debe igualmente responder  por lo que podríamos llamar “la mala elección del profesional” (ver Julia Elena Gandolla, La responsabilidad del cliente (Por los daños y perjuicios ocasionados por el profesional en ejercicio y oportunidad del trabajo encomendado), Rubinzal-Culzoni, Revista de Derecho de daños, n° 8, 2000,  pág.246; Adriano De Cupis, trad. Martinez Sarrion Angel, El daño. Teoría general de la responsabilidad civil, traducción de la 2da.ed. italiana, Barcelona, ed.Bosch, 1975, pág.691). En otro aspecto, tampoco en la especie demostró que su letrada se extralimitó u obró en contrario a sus deseos, u ocultó información.


Las razones brindadas, hacen que proponga el rechazo de los agravios efectuados por Biasotti y Anzoátegui referidos a la responsabilidad extracontractual que se les imputa por la denuncia calumniosa contra el actor (conf. art. 512, 902, 1109, 1067; 1068; 1090 y cc Civil), y que fueron acopmpañadas por el Colegio Público de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires. 

VI-Prescripción de la acción planteada por Anzoátegui.


Se agravia la codemandada por la decisión de grado de rechazar la defensa de prescripción de la acción civil de daños y perjuicios  (art.4037C.C., por responsabilidad extracontractual), por entender que debe tomarse a los efectos del comienzo del cómputo del plazo de la prescripción el momento en que acaecieron los hechos, y no las resoluciones que pusieron fin a la causa penal  y la denuncia ante el Consejo de la Magistratura.


Así que, este Tribunal debe expedirse respecto al punto inicial del plazo de la prescripción liberatoria y analizar si han existido actos interruptores o suspensivos de dicho plazo, a partir de las concretas circunstancias de la causa.


Opino que no le asiste razón a la agraviada, en tanto el  punto inicial del comienzo del curso de la prescripción debe ser tomado a partir del cierre de los expedientes, tanto penal como administrativo, por cuanto a partir de ese momento quedo expedita la acción judicial (conf. CSJN, “García, Raúl c/ Río Negro, Provincia de s/ daños y perjuicios” del  01/06/2010, ver elDial.com - AA5FAB; etc.). La acción impetrada por el actor justamente persigue el resarcimiento de los daños causados por esas dos denuncias falsas; y no hay referencia alguna que sustente su reclamo en los hechos anteriores a su promoción –vgr. las descalificaciones efectuadas en el juicio penal por lesiones n° 29.115/2004-.

Efectivamente, en relación a la causa penal n° 56.684/2005, recién con fecha  10/4/2008 quedó firme el sobreseimiento al rechazarse el recurso de casación, por lo que al momento de interposición de la demanda (4 de marzo de 2009) la acción intentada por daños a consecuencia de esta denuncia no se  encontraba prescripta -más aún cuando al plazo debe descontárselo el correspondiente a los trámites extrajudiciales de mediación-. 


Y en cuanto al otro hecho dañoso, la denuncia ante el Consejo de la Magistratura tuvo resolución el 5/10/2006, por lo que tomando la fecha de la primera audiencia de mediación privada del 30/9/2008 y el acta de cierre de fecha 20/10/2008, resulta que a la fecha de promoción de la demanda (4 de marzo de 2009), no se había extinguido la acción resarcitoria en tanto no había transcurrido el año de suspensión conforme lo establece  la ley 25.561 (modificatoria del art.29 de la ley 24.573, que remite al art.3986, 2do.pár. del C.Civil).


No resulta óbice a lo expuesto que Anzoátegui no hubiera sido la denunciante, calidad que solo revestía Biasotti, por cuando al ser su letrada patrocinante en ambos procesos, debe asimilársela a esa categoría en este caso en especial, conforme los argumentos ya vertidos ut supra.


En consecuencia, los argumentos de la apelante resultan inatendibles, y cabe remitirse a la decisión de la a quo. 


VII-Daño moral

              
 Se quejan ambos codemandados de la recepción favorable del daño moral, y su cuantificación en la suma de $60.000.


Debo señalar que  los argumentos desplegados por ambos litigantes son insuficientes para revertir la solución brindada por la a quo.

 

La crítica razonada no se sustituye con una mera discrepancia sino que debe implicar el estudio de los razonamientos del juzgador, demostrando a la Cámara  las equivocadas deducciones, inducciones y conjeturas sobre las distintas cuestiones resueltas (Fenochietto-Arazi, Código Procesal y Comercial de la Nación, Astrea, Tomo 1, pág. 941). La simple disconformidad o disenso con lo resuelto por la Magistrado, sin fundamentar la oposición o sin dar la base jurídica, no importa la "crítica concreta y razonada" exigida por el art. 265 del Cód. Procesal (CNCiv. Sala H, "Mazzoriello, Filomena c/Consorcio Bernaldes 1922 y otro", del 6-7-92, en Rev. JA. del 3-1-96, pág. 62, nro. 32).


Bajo tales parámetros, corresponde declarar desierto el recurso en este aspecto. No existió un ejercicio irregular del Magistrado Farías de acuerdo a las circunstancias de modo, tiempo y lugar; y las imputaciones falsas y dolosas le provocaron un menoscabo emocional y moral, que debe ser resarcido. Su cuantificación, solo apelada por alta, luce como adecuada; además no hay elementos marcados por los apelantes que puedan modificar lo decidido por la sentenciante.


VIII- Intereses


Peticiona el actor que los intereses sean fijados al momento de inicio del expediente civil, el 3/3/2009, y no desde el de la sentencia fijada por la aquo, a pesar que le correspondería desde la fecha de los ilícitos.


Juzgo que su planteo es correcto. Acorde se estableciera en el fallo plenario del 16/12/58 in re “Gómez Esteban c/Empresa Nacional de Transporte”, los intereses correspondientes a indemnizaciones derivadas de delitos o cuasidelitos se liquidarán desde el día en que se produce cada perjuicio objeto de la reparación.


En este sentido cabe enfatizar que la deuda de responsabilidad, cuyo incumplimiento constituye la fuente de los intereses, es previa con relación a la resolución jurisdiccional que la reconoce. Y, los daños cuya reparación se persigue por medio de esta acción judicial se han producido en forma coetánea con el hecho ilícito motivo de la litis, entonces la obligación de los responsables de volver las cosas a su estado anterior y de indemnizar los restantes perjuicios sufridos ha nacido a partir del momento en que tuvo lugar el obrar antijurídico. 

Pues, a poco que se observe que los intereses tienen por finalidad compensar al acreedor la indisponibilidad del uso de su capital, se advierte que si éste es debido desde el momento en que se produjo el daño (o lo que es lo mismo, desde que el damnificado se hallaba habilitado a reclamarlo), no existe motivo alguno para computar aquellos en forma diferente, o sea, a partir de una fecha posterior como reclama el actor. 

 Por lo tanto, propongo que se establezca como fecha de cómputo inicial de los mismos a partir de la fecha de interposición de la demanda, el 3/3/2009. 


IX-Obligación solidaria.


Resta analizar la aclaratoria planteada a fs.320 en tanto pide el actor que se especifique si la condena es solidaria  o simplemente mancomunada.

 
La Juez de grado remitió en su resolución de fs.324 a la normativa del art.1081 y 1109 del C.Civil, que justamente dispone que la misma sea solidaria, por lo que bajo esos parámetros quedó resuelta la cuestión.


X-Colofón


De acuerdo a las apreciaciones precedentes, propicio al Acuerdo de Sala de mis distinguidos colegas: I-modificar la aplicación de los intereses desde la fecha de interposición de la demanda (3/3/2009). II-declarar desierto el recurso en lo referido al daño moral y su cuantificación, III- confirmar el resto que decide y fuera materia de agravio. Con costas de segunda instancia, a los demandados vencidos, con la excepción de las correspondientes al Colegio Público de Abogados que se disponen por su orden (art.68 CPCC).

Los Dres. Mayo y Pérez Pardo, por las consideraciones expuestas por la Dra. Abreut de Begher, adhieren al voto que antecede. Con lo que se dio por terminado el acto firmando los señores Jueces por ante mí, que doy fe.

FDO. Jorge A. Mayo, Liliana E. Abreut de Begher y Marcela Pérez Pardo.

///nos Aires,        de abril de 2012.

Y VISTO, lo deliberado y conclusiones establecidas en el acuerdo transcripto precedentemente por unanimidad de votos, el Tribunal decide: I-modificar la aplicación de los intereses desde la fecha de interposición de la demanda (3/3/2009). II-declarar desierto el recurso en lo referido al daño moral y su cuantificación, III- confirmar el resto que decide y fuera materia de agravio. Con costas de segunda instancia, a los demandados vencidos, con la excepción de las correspondientes al Colegio Público de Abogados que se disponen por su orden (art.68 CPCC).

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, archívese.
FDO. Jorge A. Mayo, Liliana E. Abreut de Begher y Marcela Pérez Pardo. 
